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Cordial saludo,  
                    
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial
para el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplicativo siglo XXl
podrá confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo.  

 
Atentamente,  
 

Grupo de Correspondencia  
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos  

Sede Judicial  CAN 
CAMS

De: DEBORA FAJARDO FAJARDO <debfajardo@hotmail.com>
Enviado: lunes, 11 de septiembre de 2023 16:20
Para: Correspondencia Sede Judicial - CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Asunto: CONTESTACIÓN DEMANDA CON EXCEPCIONES PROCESO RADICACIÓN 11001-3343-061-2023-00121-00
 
Buenas tardes respetada Jueza, adjunto al presente correo remito contestación demanda con
excepciones  dentro del proceso que adelante se relaciona junto con la constancia de envío al
demandante, así

DESPACHO: JUZGADO SESENTA Y UNO (61) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTA
RADICACIÓN: 11001-3343-061-2023-00121-00
DEMANDANTE: CESAR ALFONSO PABÓN SUÁREZ Y OTROS
DEMANDADO: NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA- EJÉRCITO NACIONAL

ATTE

DEBORA FAJARDO



ABOGADA EJÉRCITO NACIONAL



MINISTERIO 

NACIONAL 

 
 
 

Señor (a) 
 
 
 
 

 

 
DEMANDANTE: 
MEDIO DE CONTROL: 
DEMANDADO: 

 

ASUNTO: 

11001334306120230012100 

CE 

REP. 

 
 

 

PODER 
 

HUGO ALEJANDRO MORA TAMAYO, portador de la Cédula de Ciudad nía No. 71.761.719, 
expedida en Medellín en mi condición de DIRECTOR DE ASUNT S LEGATES DEL 

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL, de conformidad con lo dispu to en la Resolución 
el 24 bre de 201 ión 4535 deI29 de juni 17  lución No 

to de 2022, nfiero poder mp uficiente a 
ora O FAJARD   icada con I de danía No. 

a y portador  ărjet  sional No. 9  on     uperior de 
ue en nom epre sn de la Na    Defensa 
defensa de idad as eso de la 

 

 

po        o q       plenamente ue ej da         cc nfo 

con el Art. 77 del C.G.P, en especial para que sustituya y reasuma el resente poder, así 

mismo asistir a las audiencias de conciliación con facultad expresa para conciliar dentro de 

los parámetros establecidos por el comité de conciliacíón del Ministerio d Defensa Nacional, 

de conformidad con las normas legales vigentes y en general ejercer odas las gestiones 

inherentes al mandato judicial, en procura de la defensa de los íntere s institucionales y 

patrimoniales del Estado. 

 

 
Atentamente; 

 

 
HUGO ALEJA RO MORA TAMAYO 
C.C. No 71.761.719 de Medellín 

 
Acepto: 

 
  

FAJARDO FAJARDO DEBORA 
C.C No. 39.668.126 de Soacha 
T.P. No. 92295 C.S.J. 
debfaiardo hotmaiI.com 
debora.faiardo buzoneİercito.mil.co 

Apoderado (a) Ejército Nacional de Colombia. 
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MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 

COMANDO GENERAL DE LAS FUERZAS MILITARES 

EJÉRCITO NACIONAL 

DIRECCIÒN DE DEFENSA JURÍDICA INTEGRAL  

Señora Juez 
EDITH ALARCÓN BERNAL 
Jueza Sesenta y Uno (61) ADMINISTRATIVO – SECCIÓN TERCERA- 
Bogotá D.C. 
 
E. S. D. 
 
 
Ref. Medio de Control  : REPARACIÓN  DIRECTA 
Radicado   :11001-3343-061-2023-00121-00 
Demandante   : CESAR ALFONSO PABÓN Y OTROS. 
Demandada   : NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – 
                                        EJÉRCITO NACIONAL. 
 
ASUNTO: Contestación de Demanda con Excepciones. 
 
 
DEBORA FAJARDO FAJARDO, identificada con cédula de ciudadanía No. 39668126 y 
Tarjeta Profesional No. 92.295 del Consejo Superior de la Judicatura, en mi calidad de 
apoderada judicial de la Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Ejército Nacional, por 
medio del presente escrito me permito allegar contestación de demanda en el término legal, 
para lo cual expongo las siguientes argumentaciones: 
 
 

1. PRETENSIONES DEL DEMANDANTE 
 
Primera: Declarar administrativamente y extracontractualmente responsable a la NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA- EJÉRCITO 
NACIONAL- de los perjuicios ocasionados al SL 18 CESAR ALFONSO PABÓN SUAREZ, por las lesiones adquiridas en su servicio militar 
de acuerdo al INFORMATIVO ADMINISTRATIVO POR LESIONES PERSONALES No. 20217001020104424 del 21 de junio de 2022 
modificado y firmado por el Teniente Coronel Pablo Andres Bonilla Bedoya Delgado Comandante de Batallón ASPC No. Mercedes Abrego 
de los daños ocasionados al SL18, por lo tanto al haber sometido a mi poderdante a soportar el quebrantamiento del principio de igualdad 
frente a las cargas públicas en la prestación de su servicio militar obligatorio, en virtud del artículo 2 y 90 de la C.P. y artículos 140 de la ley 
1437 de 2011, esto en razón que adquirió mientras desarrollaba actividades como soldado, así mismo reparar los perjuicios morales 
ocasionados a su núcleo familiar. 
Segunda: Como consecuencia de lo anterior que la Nación- Ministerio de Defensa Nacional- Ejército Nacional sea condenado a pagar a favor 
de Cesar Alfonso Pabón Suarez, por concepto de PERJUICIOS MATERIALES por lucro cesante el monto resultante de la aplicación de los 
siguientes criterios: 
 
Para el cálculo de la indemnización debe tenerse en cuenta el salario mínimo mensual a la fecha de los hechos, la carencia de cualquier otro 
elemento de juicio que permita decidir suma distinta para efectuar la liquidación:4 
La actuación de la rente (salario mínimo legal mensual para la enfermedad) debe realizarse conforme a la ecuación establecida por el estado, 
y sus variables e índice de precios al consumidor certificados por el DANE. 
El resultado del procedimiento anterior no puede ser inferior al salario mínimo legal mensual vigente a la fecha de la sentencia, el cual debe 
ser aumentado en un veinticinco por ciento (25%) por prestaciones sociales que todo colombiano tendría derecho.  
Del resultado de rente actualizado debe tomarse en el porcentaje del grado de incapacidad laboral calificado a la víctima, según el acta de 
Junta Regional de calificación o JUNTA MEDICA LABORAL en su caso expedida por la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional 
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reglamentada en el Decreto 1796 de 2000, la cual actualmente se encuentra en trámite, por la tanto se hará una aproximación a la realidad. 
En caso de tratarse de una disminución de capacidad laboral superior al (50%), debe realizarse la liquidación con base el cien por ciento de 
la renta actualizada, pues a partir de este porcentaje la ley 100 de 1993 dispone debe ser tenida como invalidad. 
Debe darse aplicación a las fórmulas matemáticas financieras. 
La vida probable de la víctima a la fecha de la enfermedad profesional debe calcularse conforme a la tabla de supervivencia aprobadas por 
la Superintendencia Financiera de Colombia, resolución 1555 de 30 de julio de 2010. 
Como consecuencia de la declaratoria de responsabilidad, que la Nación Ministerio de Defensa Nacional – Ejército Nacional sea condenado 
a pagar por PERJUICIOS MORALES, las siguientes sumas cantidades a estas personas: 
 
Para CESAR ALFONSO PABÓN SUAREZ en su condición de afectado directo por las lesiones sufridas la suma de cien (100) salarios 
mínimos mensuales vigentes o la máxima aceptada por lo jurisprudencia al momento de dictar el fallo. 
Para la señora GISELA SUAREZ en su condición de madre de la víctima la suma de cien (100) salarios mínimos mensuales vigentes o lo 
máximo aceptado por la jurisprudencia. 
Para el señor CESAR AUGUSTO PABÓN SUAREZ en su condición de padre de la víctima la suma de cien (100) salarios mínimos mensuales 
vigentes o lo máximo aceptado por la jurisprudencia 
Para el señor  JOHAN LEONARDO PABÓN SUAREZ en su condición de hermano de la víctima la suma de cien (100) salarios mínimos 
mensuales vigentes o lo máximo aceptado por la jurisprudencia. 
Para la señora SARAY GABRIELA PABÓN SUAREZ  en su condición de hermana de la víctima la suma de cien (100) salarios mínimos 
mensuales vigentes o lo máximo aceptado por la jurisprudencia. 
Como consecuencia de la declaratoria de responsabilidad, que la Nación Ministerio de Defensa Nacional – Ejército Nacional sea condenado 
a pagar por los daños a la salud las siguientes cantidades: 
Para CESAR ALFONSO PABÓN la suma de cien (400) salarios mínimos mensuales vigentes o lo máximo aceptado por la jurisprudencia. 

 
 

2. OPOSICIÓN A LAS PRETENSIONES 
 
PRIMERA: Nos oponemos a todas las pretensiones expuestas en el libelo en especial a la 
declaración de responsabilidad de la entidad dado que hasta la fecha no se allego el medio 
de convicción idóneo para acreditar el presunto daño sufrido por el demandante, tampoco 
existe una prueba que establezca la cuantificación del perjuicio. Además, no se observa 
incapacidad laboral o secuela por lesiones. De la misma manera no es admisible endilgar 
responsabilidad administrativa a la entidad que represento, atendiendo que la actividad de 
caminar es una función que pueden ejercer los bípedos.  
 
SEGUNDA: Nos oponemos que se condene a la Nación- Ministerio de Defensa – Ejército 
Nacional por perjuicios materiales e inmateriales, toda vez que no hay prueba que demuestren 
la supuesta omisión o acción alegada ni pruebas dentro del proceso de cualquier índole que 
demuestren la supuesta responsabilidad de la entidad defendida. 
  

3. PRONUNCIAMIENTO FRENTE A LOS HECHOS: 
 
PRIMERO: Es cierto, pero preciso que el demandante ingreso a prestar el servicio militar 
obligatorio, en el Batallón de ASPC No 5 “Mercedes Abrego” integrante del segundo 
contingente de 2020 (02C-20) fecha de ingreso 01 de septiembre de 2020 y fecha de retiro 28 
de febrero del 2022 mediante OAP No, 1201. 
 
SEGUNDO: Es cierto, pero preciso que el 21 de junio de 2022 se elaboró el Informe 
Administrativo por Lesión Extemporáneo No 004  de fecha 21 de junio de 2022. 
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TERCERO: La entidad que represento presto los servicios médicos necesarios para la 
recuperación del aquí  demandante. 
 
CUARTO: Es una afirmación de la parte demandante, la cual debe ser probada por quien la 
realiza, por el contrario y de conformidad con el oficio No. 2023325011207403 del 30 de mayo 
de 2023 la Dirección de Sanidad del Ejército evidencia que al aquí demandante se la ha 
brindado la atención necesaria para el trámite de Junta Médica. 
 
QUINTO: Es cierto 
 
 

4. EXCEPCIONES DE MÉRITO Y RAZONES DE LA DEFENSA. 
 
 
INEXISTENCIA DEL DAÑO. 
 
No existe prueba del daño antijurídico alegado acorde con los hechos narrados en la 
demanda, pues de la lectura de cinco puntos, se puede concluir que el demandante sufre una 
caída al desplazase, el caminar es una actividad física connatural de los bípedos; actividad 
que de forma intrínseca conlleva el riesgo de sufrir una caída,  en cualquier momento y etapa 
de la vida en que este desarrollando la actividad física de caminar.  
 
Así las cosas,  no es plausible  atribuir responsabilidad a la Entidad demandada por una caída 
que es un riesgo propio de la actividad de caminar, es de resaltar que algunas causas de las 
caídas son debilidad muscular, retraso de los reflejos etc., según las ciencias médicas los 
resbalones y caídas son comunes, en consecuencia no puede afirmarse que la prestación del 
servicio militar obligatorio, es la causa necesaria y determinante de las mismas. 
 
 De acuerdo con el argumento precedente el supuesto daño se torna en inexistente, teniendo 
en cuenta que es claro que para que se le pueda atribuir responsabilidad a la Administración, 
el principal y más importante de los supuestos es el daño antijurídico que en el sub judice no 
ha sido demostrado.  
 
El Consejo de Estado se ha pronunciado al respecto y ha manifestado: “(…) El daño constituye el 

primer elemento o supuesto de la responsabilidad, cuya inexistencia, o falta de prueba, hace inocuo el estudio 
de la imputación frente a la entidad demandada; esto es, ante la ausencia de daño se torna estéril cualquier otro 
análisis, como quiera que es el umbral mismo de la responsabilidad extracontractual del Estado. El daño 
antijurídico, a efectos de que sea indemnizable, requiere que esté cabalmente estructurado, por tal motivo, se 
torna imprescindible que se acrediten los siguientes aspectos relacionados con la lesión o detrimento cuya 
reparación se reclama: i) debe ser antijurídico, esto es, que la persona no tenga el deber jurídico de soportarlo; 
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ii) que se lesione un derecho, bien o interés protegido legalmente por el ordenamiento; iii) que sea cierto, es 
decir, que se pueda apreciar material y jurídicamente; por ende, no puede limitarse a una mera conjetura(…)”1 
 
Se hace necesario entonces señalar que no está probada la existencia de un DAÑO, en la 
medida que en el caso concreto con la Historia Clínica solo demuestra atenciones médicas 
adelantadas por el actor, pero no determina una discapacidad. 
 
Aunado a lo anterior, no puede la parte accionante señalar que la causa de la lesión sufrida 
por el soldado y que es objeto de la presente Litis fue la prestación de su servicio militar, pues 
esa afirmación no encuentra sustento alguno conforme líneas precedentes. 
 
Así las cosas, hasta esta instancia procesal no está demostrado que la supuesta lesión sufrida 
por el señor  CESAR ALFONSO PABÓN SUAREZ haya dejado secuelas o si la misma fue 
superada.  
 
 
INEXISTENCIA DEL DERECHO Y COBRO DE LO NO DEBIDO. 
 
De la teoría de la responsabilidad: 
 
En el concepto de daño antijurídico contenido en el Mandamiento Constitucional del artículo 
90, pues sobre él - en tanto afecta a la víctima - se edifica la responsabilidad del Estado, a 
condición de que le sea imputable. El daño, en “su sentido natural y obvio”, es un hecho, 
consistente en “el detrimento, perjuicio, menoscabo, dolor o molestia causado a alguien”, 
“…en su persona, bienes, libertad, honor, afectos, creencias, etc. Supone la destrucción o 
disminución de ventajas o beneficios patrimoniales o extramatrimoniales de que goza un 
individuo. 
  
Según se ha visto, la condición necesaria para que desencadene la reparación es que el daño 
sea antijurídico, calificación que se obtiene de constatar que el ordenamiento jurídico no le ha 
impuesto a la víctima el deber de soportarlo, es decir, que el daño carezca de “causales de 
justificación.” Este punto lo explica así el profesor García de Enterría: “la calificación de un 
perjuicio en justo o injusto depende de la existencia o no de causas de justificación (civil) en  
la acción personal del sujeto a quien se impute el perjuicio. La causa de justificación ha de ser 
expresa y concreta y consistirá siempre en un título que legitime el perjuicio contemplado: por 
ejemplo, la exacción de un impuesto, el cumplimiento de un contrato, una ejecución 
administrativa o procesal. Fuera de esta hipótesis, todo perjuicio o detrimento patrimonial 
imputable a un sujeto será una lesión, un perjuicio injusto.” Adviértase como, entendido así el 

                                                           
1 Consejo de Estado Sentencia Nº 05001-23-31-000-1991-06952-01(29590) SECCIÓN TERCERA, de 10 de Septiembre de 
2014, MP ENRIQUE GIL BOTERO 
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daño antijurídico frente al cual la Constitución impone la obligación reparatoria a cargo del 
Estado, si bien puede revestir modalidades diversas (material, moral, fisiológico, etc.), 
constituye una constante, razón por la cual, al tiempo que constituye un elemento 
indispensable para declarar la responsabilidad patrimonial del Estado, se sitúa en la base 
misma de la institución jurídica proveyéndola de fundamento.     
  
Es por esto que quien pretenda la acción resarcitoria por responsabilidad extracontractual de 
Estado, según reiterada jurisprudencia de Honorable Consejo de Estado, debe demostrar los 
siguientes elementos axiológicos: 
 
 

 Un mal funcionamiento del servicio que corresponde a la Administración incluyendo 
dentro de este concepto el funcionamiento tardío, el deficiente y su no prestación. 

 Que se causó un perjuicio. 
 Que existe una relación de causalidad entre el perjuicio y el mal funcionamiento. 

 
De la demostración de esos 3 elementos, depende el que las pretensiones de la parte actora 
puedan prosperar ya que, a ninguna de las partes intervinientes en un proceso de 
conocimiento de la jurisdicción contenciosa administrativa, la ley exonera de la obligación de 
probar de acuerdo a lo preceptuado por el Artículo 167 del Código General del Proceso Civil, 
cuya aplicación al proceso contencioso administrativos autoriza el artículo 267 del Código de 
Procedimiento Administrativo. 
 
Se ha dicho, teniendo que teniendo en cuenta el precepto del art. 90 Constitucional, que la 
responsabilidad patrimonial del Estado requiere, además del daño antijurídico, que el mismo 
le sea imputable. 
 
El Honorable Consejo de Estado al respecto ha manifestado:  
 
“la lesión pueda ser imputada… “, ha dicho la doctrina, significa que pueda ser “…jurídicamente atribuida, a un 
sujeto distinto de la propia víctima. “ 2  “La imputabilidad consiste, pues, en la determinación de las condiciones 
mínimas necesarias para que un hecho pueda ser atribuido a alguien como responsable del mismo, con el objeto 
de que deba soportar las consecuencias.”3  
  

 De allí que elemento necesario para la imputación del daño es la existencia del nexo causal 
entre la actividad (lícita o no) o la omisión de las autoridades públicas (art 90 de la C.P.) y el 
daño antijurídico que se reclama, de modo tal que éste sea efecto de aquellas que serán su 
causa.  
 

                                                           
2 Vásquez, Adolfo R. Responsabilidad Aquiliana del Estado y sus funcionarios, página 179.  
3 Ibidem, página 180. 
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Necesaria la causalidad, no resulta siempre suficiente cuando de imputar el daño se trata, 
pues, como lo enseñan García de Enterría y Tomás Ramón Fernández, 
 
 “El supuesto más simple que cabe imaginar es, naturalmente, el de la causación material del daño por el sujeto 
responsable. En tal caso, la imputación de responsabilidad, en cuanto fenómeno jurídico, se produce 
automáticamente una vez que se prueba la relación de causalidad existente entre la actividad del sujeto productor 
del daño y el perjuicio producido. Las cosas no se producen siempre tan simplemente, sin embargo, y ello porque 
en materia de responsabilidad civil, a diferencia de lo que ocurre en el ámbito penal, el objetivo último que se 
persigue no es tanto como el de identificar a una persona como autora del hecho lesivo, sino el de localizar un 
patrimonio con cargo al cual podrá hacerse efectiva la reparación del daño causado. Esta finalidad garantizadora, 
que está en la base de todo sistema de responsabilidad patrimonial, produce con frecuencia una disociación 
entre imputación y causalidad. Probar que existe un nexo causal entre el hecho que constituye la fuente 
normativa de la responsabilidad y el daño producido será siempre necesario para que la imputación pueda tener 
lugar y con ella pueda nacer la responsabilidad, pero la mera relación de causalidad entre el hecho (y su autor) 
y el daño no basta para justificar la atribución del deber de reparación al sujeto a quien la Ley califica de 
responsable. Así ocurre, por lo pronto, cuando la responsabilidad se predica de personas jurídicas, en la medida 
en que éstas sólo pueden actuar a través de personas físicas. En tales casos - y en todos aquellos en los que la 
responsabilidad se configura legalmente al margen de la idea de culpa - la imputación no puede realizarse en 
base a la mera causación material del daño, sino que tiene que apoyarse, previa justificación de su procedencia, 
en otras razones o títulos jurídicos diferentes, ya sea la propiedad de la cosa que ha producido el daño, la 
titularidad de la empresa en cuyo seno ha surgido el perjuicio, la dependencia en que respecto del sujeto 
responsable se encuentra el autor material del hecho lesivo, o cualquier otra. 
“Siendo la administración pública una persona jurídica, el problema de la imputación de responsabilidad se 
plantea en los términos que acabamos de decir, lo cual hace necesario precisar los títulos en virtud de los cuales 

pueda atribuírsela jurídicamente el deber de reparación.”. (Consejo de Estado Sección Tercera. 
Sentencia del 27 de enero del 2000. Expediente 10867. M.P. Alier Hernández) 
 
Por lo tanto, es elemento necesario para la imputación del daño, la existencia del nexo causal 
entre la actividad (lícita o no) o la omisión de las autoridades públicas (art. 90 de la C.P.) y el 
daño antijurídico que se reclama, de modo tal que éste sea efecto de aquellas que serán su 
causa. 
 
En relación con la imputabilidad del daño el Honorable Consejo de Estado ha manifestado 
igualmente: 
 
“Establecido el primero de los elementos que, como se dijo constituye la base misma de la responsabilidad 
patrimonial del Estado, es decir, la existencia de un daño antijurídico sufrido por el demandante, es menester 
establecer el segundo: la imputación de ese daño al Estado. 
Imputar —para nuestro caso— es atribuir el daño que padeció la víctima al Estado, circunstancia que se 
constituye en condición sine qua non para declarar la responsabilidad patrimonial de este último. 
De allí que elemento indispensable —aunque no siempre suficiente — para la imputación, es el nexo causal 
entre el hecho causante del daño y el daño mismo, de modo que este sea el efecto del primero. 
Por eso, la parte última del inciso primero del artículo 90 de la Constitución Política, en cuanto exige —en orden 
a deducir la responsabilidad patrimonial del Estado—, que los daños antijurídicos sean “causados por la acción 
o la omisión de las autoridades públicas”, está refiriéndose al fenómeno de la imputabilidad, tanto fáctica como 
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jurídica.4 
 

Leguina lo expresa de esta manera: 
 
“Para poder imputar un daño a un ente público, lo que interesa es... que el ente tenga la titularidad del servicio o 
de la actividad desarrollada por sus funcionarios”  
García de Enterría se ocupa también de los “títulos y modalidades de imputación del daño a la administración” 
y, entre ellos se ocupa de “la integración del agente en la organización o actividad” —por la cual se ocasiona el 
daño, aunque advierte que “...por muy generosa que quiera ser la fórmula legal, es obvio que la cobertura de la 
administración no puede ser indefinida entre estos casos, de forma que alcance a los daños puramente 
personales del agente “puesto que “El fenómeno de imputación a la administración de la conducta lesiva de las 
personas que emplea se detiene, naturalmente, en los límites del servicio público, que es la referencia que la ley 
utiliza, excluyendo la actividad privada de aquéllos” 
En este entendimiento, la imputación del daño al Estado depende, en este caso, de que su causación obedezca 
a la acción o a la omisión de las autoridades públicas, en desarrollo del servicio público o en nexo con él, 
excluyendo la conducta personal del servidor público que, sin conexión con el servicio, causa un daño. 

(Sentencia 10948 y 11643 de octubre 21 de 1999. Consejo de estado- Sección tercera.). 
 
Es por ello que se deberá analizar si en el presente caso se cumplen todos los requisitos para 
que se estructure la responsabilidad administrativa del Ejercito Nacional.  
 
Por lo anterior podemos concluir lo siguiente:  
 
En el caso que nos ocupa no se avizora ni se prueba un mal funcionamiento del servicio que 
corresponde a la Administración incluyendo dentro de este concepto el funcionamiento tardío, 
el deficiente y su no prestación. En el Presente caso no existe o no se prueba. 
 
Que se causó un perjuicio (No existe Junta Médica como prueba idónea para demostrar daño 
o perjuicio alguno en otras palabras no se entrega medio de convicción idóneo para demostrar 
la existencia de un perjuicio. 
 
Que existe una relación de causalidad entre el perjuicio y el mal funcionamiento (No existe 
relación de causalidad y no se prueba en la demanda). 
  
La demanda carece de fundamento jurídico si se tiene en cuenta que, dentro de las 
pretensiones de la demanda, ni siquiera se prueba de manera sumaria la existencia del daño 
como único presupuesto de la responsabilidad extracontractual del Estado; en razón que no 
se está considerando el segundo presupuesto que es la imputación objetiva del mismo; como 
lo predica el artículo 90 de la Constitución Política de 1991; en vista que este presupuesto 
normativo amerita un estudio de fondo, sobre la estructuración de la imputación fáctica, que 
es un análisis de la causalidad del hecho, más los elementos de la imputación objetiva 

                                                           
4 Antología Jusrisprudencia Y Conceptos Consejo De Estado 1817-2017 Sección Tercera - Tomo Iiib pag 124 
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(posición de garante- principio de confianza y riesgo permitido); para posteriormente 
considerar el segundo elemento normativo que es la imputación jurídica, que es un estudio 
estrictamente jurídico en el que se establece si el demandado debe o no resarcir los perjuicios 
a partir de la verificación de una falla del servicio; o por la concreción de un riesgo excepcional 
al que es sometido el administrado, o de un daño especial que frente a los demás asociados 
es anormal y que parte del rompimiento de la igualdad frente a las cargas públicas. 

 
Analizando el material probatorio allegado al plenario podemos establecer que en la presente 
demanda y en la presente etapa procesal no es posible endilgar responsabilidad a LA NACIÓN 
– MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL; es claro que, al no existir prueba, 
toda vez que, no hay junta para demostrar daños o perjuicios, no se puede fallar 
favorablemente sin medio de convicción que soporten lo pedido por la parte accionante, luego 
que no es otro el camino que la negatoria del petitum. De la misma manera no se entregó 
Junta que determine en realidad el grado de disminución de la capacidad laboral no militar 
que adquiere el señor CESAR ALFONSO PABON SUAREZ a raíz de su presunta lesión es 
imposible imputar responsabilidad a la demandada, si no existe daño y no se prueba 
debidamente no es posible declarar responsable a mi representada y por lo tanto las 
pretensiones de la demanda están llamadas a no prosperar.    

 
Es en principio pertinente señalar, que no es posible endilgar responsabilidad al Ejército 
Nacional, una caída sufrida por el aquí demandante, mientras prestaba el servicio militar 
obligatorio, máxime cuando se trata de un evento en que el accionante tropieza, hecho que 
puede presentarse en cualquier momento en que se está en movimiento, y no exclusivamente 
cuando se presta el servicio militar obligatorio. 

 
El daño alegado se produjo en desarrollo de una actividad básica como es la de caminar, que 
reitero no requiere de la prestación del servicio militar obligatorio para su acaecimiento. La 
actividad de desplazarse no se desarrolla en un contexto extraordinario;  es una actividad 
básica del ser humano, salvo que estemos frente a una persona en condición de discapacidad 
que no pueda realizar esta acción, por lo anterior, afirmar que solo los conscriptos pueden 
sufrir una lesión que deba ser indemnizada por una actividad básica de desplazamiento, es 
desatinado. 

 
Así las cosas, la causa adecuada del daño alegado por la parte actora no tiene ninguna 
relación con la prestación del servicio militar, es así que la Organización Mundial de la Salud, 
en un artículo del 21 de abril de 2021, señalo que:  
 
“(…) Las caídas son la segunda causa mundial de muerte por traumatismos involuntarios. 
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        Se calcula que anualmente fallecen en todo el mundo 684.000 personas debido a caídas 
y más de un 80% de ellas se registran en países de bajo ingresos medianos y bajos. 
Cada año se producen 37.3 millones de caídas cuya gravedad requiere de atención médica5 
(…). 
 
EL SERVICIO MILITAR EN SÍ MISMO NO CONSTITUYE UN DAÑO ANTIJURÍDICO: 
 
 
Se debe tener en cuenta y no se puede perder de vista que los Soldados que prestan el 
servicio militar obligatorio (en cualquiera de las modalidades estipuladas por la Ley, Regular, 
Campesino o Bachiller)6, son reclutados y se encuentran prestando servicio militar en 
cumplimiento de un mandato Constitucional y Legal, y que el Estado debe garantizar su 
integridad tanto física como psíquica, en la medida en la cual se trata de una persona que se 
encuentra sometida a su custodia y cuidado; no es menos cierto que dentro del análisis de la 
imputación objetiva de la responsabilidad derivada por las lesiones sufridas durante el periodo 
de prestación del servicio, deben ser muy bien revisados los deberes jurídicos atribuibles a la 
Entidad, con base en los cuales se imputa la responsabilidad. 
 
Así, la necesidad de verificar los deberes jurídicos de la Entidad demandada respecto de las 
actuaciones que produjeron determinadas lesiones en las personas que prestan servicio 
militar, se sustenta en que el cumplimiento de la obligación constitucional de la prestación del 
servicio militar, en sí misma NO constituye un daño antijurídico, pues conforme a lo establecido 
en el artículo 216 de la Constitución Política de 1991, el deber constitucional y legal de tomar 
las armas, es una carga que los ciudadanos de la República de Colombia deben soportar, 
debido al mismo deber constitucionalmente impuesto.  
 
El artículo 216 de la Constitución Política establece que todos los colombianos están obligados 
a tomar las armas, con el fin de cumplir el fin constitucional de la defensa del Estado Social 
de Derecho.  
 
“ARTICULO  216. La fuerza pública estará integrada en forma exclusiva por las Fuerzas Militares y la Policía 
Nacional. Todos los colombianos están obligados a tomar las armas cuando las necesidades públicas lo exijan 
para defender la independencia nacional y las instituciones públicas. La Ley determinará las condiciones que en 
todo tiempo eximen del servicio militar y las prerrogativas por la prestación del mismo”.  

 
La Ley 48 de 1993, “Por la cual se reglamenta el servicio de Reclutamiento y Movilización”, 
desarrolla este deber instaurado por el Constituyente, el cual, per se, NO CONSITUYE UN 
DAÑO ANTIJURÍDICO, pues la prestación del servicio militar para todos los colombianos, es 
una carga que se debe soportar, por tratarse de una obligación constitucionalmente 

                                                           
5 https://www.who.int/es/news-room/fact-sheets/detail/falls 

6 Ley 48 de 1993 “por la cual se reglamenta el servicio de Reclutamiento y Movilización” 
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establecida.  
 
En este sentido, el artículo 10 de la Ley 48 de 1993 precisa que “todo varón colombiano está obligado 

a definir su situación militar a partir de la fecha en que cumpla su mayoría de edad, a excepción de los estudiantes 
de bachillerato, quienes definirán cuando obtengan su título de bachiller”. 
 
“ARTICULO 3. Servicio militar obligatorio. Todos los colombianos están obligados a tomar las armas cuando las 
necesidades públicas lo exijan para defender la independencia nacional y las instituciones públicas con las 
prerrogativas y las exenciones que establece la presente Ley.” 
 
“Artículo 14. Todo varón colombiano tiene la obligación de inscribirse para definir su situación militar dentro del 
lapso del año anterior en que cumpla la mayoría de edad, requisito sin el cual no podrá formular solicitudes de 
exención o aplazamiento. Cuando se llegue a la mayoría de edad sin haberse dado cumplimiento a esta 
obligación, la autoridad podrá compelerlo sin perjuicio de la aplicación de las sanciones que se establecen en la 
presente Ley.”  
 

En el caso que nos ocupa observamos al analizar debidamente lo sucedido y el material 
probatorio allegado y que está pendiente de ser  recaudados  con el fin de tener certeza sobre 
la declaratoria de responsabilidad del Ejército Nacional, puesto que no solo se requiere que 
suceda un hecho como tal y que se cumplan unos requisitos de manera mecánica, debemos  
analizar el material probatorio que para el caso objeto de la Litis es insuficiente teniendo en 
cuenta que ni siquiera tenemos una Junta Medica laboral que determine la disminución de la 
capacidad militar y no laboral del señor CESAR ALFONSO PABON SUAREZ y de esta forma 
se pueda analizar los perjuicios que están siendo reclamados por el actor, recordemos que el 
demandante simplemente estaba cumpliendo con un deber constitucional y este solo hecho 
no hace responsable a la entidad que represento. 
 
INEXISTENCIA DE MATERIAL PROBATORIO PARA ENDILGAR RESPONSABILIDAD  
 
 
Es claro el artículo 167 del C.G.P., al señalar que frente a la carga de la prueba “Incumbe a 
las partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que 
ellas persiguen.” (…), no obstante, con los anexos aportados con el traslado de la demanda 
no obran medios de convicción que acrediten falla en el servicio, como para que se predique 
la responsabilidad extracontractual de mí representada en los daños y/o perjuicios alegados, 
por tanto, será carga de la parte actora demostrar lo atinente.  
 
Dicha preceptiva consagra la regla subjetiva de la carga de la prueba, acogida y aplicada en 
nuestra legislación, según la cual las partes están llamadas a aportar las pruebas que 
sustenten sus pretensiones, so pena de que las mismas sean desestimadas. Así lo enseña el 
profesor Hernando Devis Echandía7: 

                                                           
7DEVIS ECHANDÍA, Hernando. Teoría General de la Prueba Judicial, Tomo I. Bogotá: Editorial Temis, Quinta Edición, 2006. p.405, 406. 
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“(…) Pero, simultánea e indirectamente, dicha regla determina qué hechos debe probar cada parte para no 
resultar perjudicada cuando el juez la aplique (a falta también de prueba aportada oficiosamente o por la parte 
contraria, dada la comunidad de la prueba, que estudiamos en el núm. 31, punto 4), puesto que, conforme a ella, 
la decisión debe ser adversa a quien debería suministrarla, y, por tanto, le interesa aducirla para evitar 

consecuencias desfavorables.” (…) Subrayas fuera de texto. 
 
Esta carga procesal, implica la autorresponsabilidad de las partes por su conducta durante el 
proceso, tendiente a arrimar la prueba de los hechos que la benefician y a controvertir la de 
aquellos que han sido acreditados por el contrario y que pueden perjudicarla; en este orden 
de ideas, puede decirse que a las partes le es dable colocarse en una total o parcial inactividad 
probatoria por su propia cuenta y riesgo. 
 
Dicho principio contiene una regla de conducta para el juzgador, en virtud de la cual, cuando 
falta la prueba del hecho que sirve de presupuesto a la norma jurídica que una parte invoca a 
su favor, debe fallar de fondo y en contra de esa parte. Así pues, el fallador puede cumplir con 
su función de resolver el litigio cuando ante la ausencia de elementos probatorios, sin tener 
que abstenerse, para dar cumplimiento a los principios de economía procesal y eficacia de la 
función. 
 
En suma, quienes hagan parte de la litis, deben participar activamente en el recaudo del 
material probatorio, para impedir al fallador que, ante la escasez de medios de convicción, 
dirima el conflicto aún en contra de lo pretendido por ellas. Ahora bien, en cuanto a las pruebas 
arrimadas al proceso, debe tener presente la judicatura que en el proceso hay escasez de 
medios de convicción que den cuenta de la imputación jurídica de la patología y de los 
perjuicios incoados; por cuanto no obra la correspondiente prueba de ello. Aunado a lo 
anterior, se tiene que la parte actora no ha acreditado la presencia de alguna falla del Estado 
adicional con relación causal en la determinación del resultado dañoso que se demanda, de 
ahí que no se logre establecer responsabilidad a cargo de mi mandante. 
 
Ante este contexto de ausencia probatoria, bien debe abstenerse la judicatura de dar crédito 
a las peticiones incoadas, dado que la parte demandante ha incumplido la carga de probar los 
supuestos de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que pretende, impuesta 
por el artículo 1678 del C.G.P., misma que se concreta en el caso sub judice en la 
demostración, de que el  hecho dañoso por el que se reclama es imputable al Ejército 
Nacional, y las circunstancias de modo, tiempo y lugar en que ocurrieron los hechos. 
 
Ausencia Del Acta De Junta Médica Laboral:  

                                                           
8  “ARTÍCULO 167. CARGA DE LA PRUEBA. Incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico 
que ellas persiguen.” (…) 
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Es indispensable precisar que el objeto y finalidad del procedimiento médico laboral militar, 
difiere sustancialmente del objeto de la Responsabilidad Extracontractual del Estado, en la 
medida de que tal y como el Consejo de Estado ha sostenido de manera reiterada, la 
indemnización que se llegare a reconocer cuando se encuentren probados los elementos que 
configuran la responsabilidad del Estado cuando se trata de daños causados a conscriptos, 
difiere o no se asimila a aquellos montos prefijados que por mandato legal reconoce la misma 
entidad demandada por concepto de prestaciones sociales, por la sola circunstancia de que 
la víctima pertenezca a la Fuerzas Militares y sufra un daño mientras presta su servicio, habida 
consideración de que estas últimas no tienen carácter indemnizatorio, puesto que se otorgan 
al margen de que el daño sea o no imputable al Estado9. 

 
Debe resaltarse que el H. Consejo de Estado señaló: 
 
“En primer lugar, es necesario tener en cuenta que en el artículo 21 del Decreto 094 de 1989 se determinó que 
la capacidad sicofísica del personal de la Fuerza Pública debe ser establecida por las autoridades médico 
militares y de Policía, entre ellas la Junta Médico Laboral Militar o de Policía, cuya finalidad es «llevar a un 
diagnóstico positivo, clasificar las lesiones y secuelas valorar la disminución de la capacidad laboral para el 
servicio y fijar los correspondientes índices para fines de indemnizaciones cuando a ello hubiere lugar». 
(…) 
Como se observó previamente, la calificación de capacidad laboral para los miembros de la Fuerza Pública 
legalmente está limitada a la Junta Médica Laboral Militar y de Policía, en primera instancia, y al Tribunal Médico 
Laboral de Revisión Militar y de Policía, como segunda instancia, así lo determinaron los Decreto 94 de 1989, en 
los artículos 19, 21 y 25, y Decreto 1796 de 2000, en los artículos 14 a 21, en los cuales se indicó no solo la 
finalidad sino también la composición tanto de la Junta como del Tribunal, resaltando que la primera estará 
integrada por tres (3) médicos vinculados a las Fuerzas Militares y de Policía, uno de ellos especialista en 
medicina laboral, y la revisión por parte del Tribunal por otras tres (3) personas con conocimientos médicos y 
jurídicos sobre el tema a revisar10. 

 
Sobre la importancia del Junta de calificación de autoridades médicas de las Fuerzas Militares 
el H. Tribunal Administrativo de Cundinamarca advirtió:  
 

(…) 26. Es decir que los criterios establecidos en esa norma establecen que deben ser valorados por parte de las autoridades médicas de 

las Fuerzas Militares, requisito que no cumple el galeno que emitió el concepto médico, puesto que afirmó ser médico especialista en salud 

ocupacional, «ex miembro Junta Regional de Calificación de Invalidez Antioquia». 

27. De otro lado, esos decretos establecen que la capacidad psicofísica regulada allí, debe ser evaluada por tres médicos, y que, además 

de que deben ser de planta, uno de ellos debe ser el médico tratante y representante de «medicina laboral». 

28. Así, la prueba aportada con la reforma de la demanda no lleva a esta sala al convencimiento de que sus conclusiones sean acertadas 

porque el galeno que lo rindió no era el idóneo para interpretar y aplicar los conceptos contenidos en las normas en las que se fundamentó 

                                                           
9 Consejo de Estado, Sección Tercera, 23 may. 2012, CP M Fajardo Gómez, e1999-00971-01(24804).  
10 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA – SUBSECCIÓN A 
CONSEJERO PONENTE: GABRIEL VALBUENA HERNÁNDEZ sentencia de once (11) de marzo de dos mil veintiuno (2021) 
Radicación: 52001 23 33 000 2018 00074 01 (6119–2019) 
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la prueba, pues, se reitera: i) no acreditó ser autoridad médica de las Fuerzas Militares; ii) el afectado debió ser valorado por tres médicos, y 

uno debía ser el tratante.(…)11 

 

Por lo anterior al observar que el demandante es quien tiene la obligación de actuar o disponer 
de la voluntad de realizarse la Junta, se observa que el mismo incumple la carga de probar 
sus hechos y solicitar el trámite administrativo vía solitud de pruebas de la parte demandante 
está en contra del artículo 167 del C.G.P, que exige la diligencia y entrega de las pruebas que 
se tenga en poder de la parte. En suma, cuenta nos oponemos al decreto del examen médico 
que solicitó el actor (PRUEBAS DOCUMENTALES A PEDIR) pues no cumple los requisitos 
de que habla el artículo 221 del C.G.P, en la medida que no se allega cuáles son los puntos 
que deben desatar los peritos, la solicitud de la prueba es muy ambigua, lo cual afecta el 
derecho de contradicción y defensa.  
 
INDEBIDA TASACIÓN DE PERJUICIOS. 
 
Partiendo de la base de que no existe medio de convicción que permita evidenciar la existencia 
de daños y en consecuencia perjuicios, se advierte que la parte demandante cometió un yerro 
al tasar sus pretensiones, pues no tuvo en cuenta las sentencias de unificación del H. Consejo 
de Estado identificadas de la siguiente manera:  
 
“Consejo de Estado – Sala de lo Contencioso Administrativo – Sección Tercera, sentencia de 
unificación jurisprudencial del 28 de agosto de 2014, Exp. 31172, M.P. Olga Mélida Valle de 
De la Hoz. 
 
Consejo de Estado – Sala de lo Contencioso Administrativo – Sección Tercera, sentencia de 
unificación jurisprudencial del 28 de agosto de 2014, Exp. 31170, M.P. Enrique Gil Botero. 
Actor: Luis Ferney Isaza Córdoba y otros. Demandada: La Nación, Ministerio de Defensa – 
Ejército Nacional.” 
 
En dichas sentencias se determinan los porcentajes a reconocer en caso de lesiones y la parte 
actora supera con su petitum los lineamientos establecidos en las sentencias del tribunal de 
cierre de lo contencioso administrativo al no tasar solicitudes indemnizatorias que estén 
acortes con la realidad máxime si se tiene en cuenta que no se allega prueba contundente del 
supuesto daño que ha sufrido el actor.   
 
Ahora bien, debe tenerse en cuenta que los estándares establecidos en las providencias antes 
referidas no atan al juez para que indemnice de manera inferior a las solicitudes de la demanda 

                                                           
11 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA SECCIÓN TERCERA - SUBSECCIÓN A sentencia de 01 de junio de 
2023, Magistrada Ponente: Bertha Lucy Ceballos Posada  Referencia: 110013343062201800364 01 
Demandante: Doivan Atencio Vásquez Demandado: La Nación – Ministerio De Defensa Nacional – Ejército Nacional 
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o lo expuesto en los porcentajes vistos en los fallos del Consejo de Estado, pues rogamos en 
el presente caso se tenga en cuenta lo expuesto por TAC en una cita del Consejo de Estado 
cuando indicó:  
 
“se trata una lesión leve, que no alteró la funcionabilidad del conscripto y que únicamente le causó una cicatriz 
de 3.4. cm en su mano, no se encuentra acreditado dentro del proceso que esta lesión haya tenido la suficiente 
trascendencia en la víctima indirecta, hermana del lesionado, que le haya causado congoja o sufrimiento en la 
misma o similar intensidad a la del señor Deiber Chavarría, de manera que no hay justificación para el incremento 
de los perjuicios morales, que se mantendrán en seis (6) salarios mínimos legales vigentes. Lo anterior encuentra 
respaldo en la tesis proferida por el Máximo Tribunal Contencioso Administrativo, que estipuló que: “[…] si bien 
en la sentencia de unificación del 28 de agosto de 2014, se reconocieron y tasaron perjuicios conforme con la 
pérdida de capacidad laboral que dictaminó la Junta Médico Laboral Militar, como lo alega el accionante para 
dilucidar un supuesto defecto fáctico en la sentencia objetada, en el presente caso, como se aprecia de las 
transcripciones hechas, el tribunal accionado si analizó dicha prueba de manera correcta, es decir, observó que 
el porcentaje de pérdida de capacidad laboral del demandante había sido dictaminado en un 10%, pero, con 
base en la jurisprudencia de unificación del Consejo de Estado alegada como desconocida, determinó que la 
gravedad y naturaleza de la lesión padecida por aquél no ostentaba la magnitud necesaria para acceder a la 
liquidación de perjuicios señalada en la mencionada tabla, sino que esta debía ser menor, conclusión que es 

razonable y está amparada por el principio constitucional de autonomía judicial […]” (Subrayado fuera del 
texto original)”.12 
 
De la misma manera reiteramos que la parte demandante incumplió su carga probatoria 
(artículo 167 del C.G.P), pues tenía el deber de acreditar los supuestos de hecho, incluido el 
presunto daño y esto es a través de la prueba idónea que es una Junta de Calificación Laboral 
practicada en los estamentos castrenses. Tampoco se configuró algún riesgo excepcional, 
puesto que el soldado estaba expuesto a las mismas consecuencias que sus compañeros. 
 
Nos sumamos a las disertaciones hechas por parte del TAC al advertir que la Junta de 
incapacidad no demuestra en debida forma la existencia de una perdida de la posibilidad 
laboral: 
 
“(…) podría considerarse que el actor al ser declarado “apto” para la actividad militar lo es aún más para la vida 
civil pues se encuentra en condiciones normales para desarrollar labores militares y/o civiles. Considera la Sala 
que, por la reducción de la posibilidad que tenía de ganarse la vida empleando el 100% de su capacidad laboral 
podría merecer una indemnización a título de lucro cesante comoquiera que se le calificó la pérdida de capacidad 
laboral del 10%. No obstante, el criterio de la Sala mayoritaria en casos como el presente es que el demandante 
debe probar que la enfermedad que adquirió en desarrollo de su servicio militar obligatorio le hubiese causado 
algún tipo de detrimento en su patrimonio por el que mereciera ser indemnizado pues el lucro cesante debe 
probarse por la parte demandante y no alcanza con aportar el Acta de Junta Médico Laboral. Así, la Sala 
mayoritaria de esta Subsección ha considerado  que la disminución de la capacidad laboral acreditada mediante 

                                                           
12 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA SECCIÓN TERCERA – SUBSECCIÓN C Bogotá D.C., 20 de 
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Acta de Junta Médica Laboral, únicamente, determina el grado de incapacidad para la actividad militar y no para 
actividades distintas a esta. (…) El magistrado ponente disiente de la postura de la sala mayoritaria en la medida 
que entiende que la incapacidad aludida en el acta de junta médica laboral no acredita que el demandante sufrió 
una afectación para desarrollar sus labores cotidianas o  su vida civil productiva, pues en criterio del sustanciador, 
si bien existen otros medios de prueba con la virtualidad de acreditar la pérdida de capacidad laboral,(…)13 

 
Por lo anterior, se advierte que no hay prueba que demuestre la existencia de ningún perjuicio 
por lo que se ruega negar todas y cada una de las pretensiones.   
 
En el caso concreto, la parte actora no determina cual es la responsabilidad del EJÉRCITO 
NACIONAL en los hechos  de manera concreta, y así mismo no reposa prueba que permita 
imputar el daño a miembros la Entidad que represento, lo cual impide que el juez pueda 
acceder a las pretensiones de la demanda, pues para que el daño sea resarcible o 
indemnizable, la doctrina y la jurisprudencia han establecido que debe reunir las 
características de cierto, concreto o determinado y personal, elementos que no se probaron 
con el escrito de petitorio. 
 
El Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia del 25 de mayo de 2011, con MP. Enrique 
Gil Botero, con Radicado 17001-23-31-000-1993-01001-01(19947), con Actor JOSE 
DOMINGO TOVAR ANDRADE Y OTROS, contra la Nación – Ministerio de Defensa – Policía:    
 
“Para la Sala es importante resaltar que no todas las acciones que anteceden a la producción 
del daño son causas directas del mismo, como se plantea en la teoría de la equivalencia de 
las condiciones, es un sinsentido otorgarle igual importancia a cada hecho previo a la 
producción del daño, lo relevante es identificar cuál acción fue la causa determinante, principal 
y eficiente del hecho dañoso, de lo contrario, se llegaría al absurdo de que la consecuencia o 
daño, sería la sumatoria de todos los antecedentes, haciendo un retorno al infinito. En ese 
contexto, para la Sala se presenta una clara ausencia o imposibilidad de imputación, como 
quiera que el daño no es atribuible a conducta alguna de la administración pública, esto es, 
no le es referible al Estado, en los temas de análisis  del artículo 90 de la Constitución Política. 
En consecuencia, de las pruebas que obran en el expediente, para la Sala es indudable que 
aún cuando se configuró un daño antijurídico, no existe conexión entre el resultado dañino y 
la conducta de la entidad demandada, luego no le es imputable a la Administración y por lo 
tanto, no debe responder patrimonialmente por el mismo. 
 
Así las cosas, no existe prueba que permita imputar el daño al Ejercito Nacional.  
 

                                                           
13 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA SECCIÓN TERCERASUBSECCIÓN “A” sentencia de veintiséis (26) de septiembre de dos mil 
diecinueve (2019, Magistrado Ponente: ALFONSO SARMIENTO CASTRO   Ref. Expediente  11001334306020180009401  Demandante: RODRIGO 
SIERRA JIMÉNEZ Y OTROS, Demandado: NACIÓN –MINISTERIO DE DEFENSA - EJÉRCITO NACIONAL.  
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De conformidad con los argumentos jurídicos expuestos anteriormente comedidamente 
solicito al señor Juez se nieguen las pretensiones de la demanda en consideración a que 
contrario a lo afirmado por la parte accionante y como consecuencia de una valoración en 
conjunto de la totalidad del material probatorio allegado, debe concluirse que no se probó que 
el daño fuera atribuible a la NACION – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – EJÉRCITO 
NACIONAL. 
 
De la misma manera debe tenerse en cuenta lo dicho por el TAC en diferentes sentencias en 
las cuales se indicó la posibilidad de reconocer cifras menores a las dictadas en las sentencias 
de unificación, cuando las lesiones son de baja complejidad, en dichos fallos se indicó: 
 
44. En lo que respecta a los perjuicios morales, la Sala precisa que, en los eventos de reparación del daño moral 
con ocasión a lesiones, el referente de liquidación está relacionado con la valoración de la gravedad o levedad 
de la lesión y los correspondientes niveles se determinaran y motivaran de conformidad con lo probado en el 
proceso16.  
45. En ese sentido, la Sección Tercera del Consejo de Estado17 también ha considerado que la cuantificación 
del perjuicio moral debe ser proporcional al daño y teniendo presente las circunstancias particulares del origen y 
las consecuencias de la lesión.  
46. Esas condiciones particulares en cada caso significan que la cuantificación del valor de la indemnización 
exige un razonamiento del juez y no es una labor mecánica, que se limite a la sola verificación de la disminución 
de la capacidad laboral, sin valorar las circunstancias propias de los hechos probados en el respectivo proceso.  
47. En concordancia con lo expuesto y contrario a lo señalado por el juez de primera instancia, no se acreditó un 
daño cierto que deba ser reconocido a todas las personas que integran la parte aquí demandante.  
48. Para el efecto cabe señalar que, la situación del señor José Luis Pinto Salazar, quedó establecida por la 
Junta Médico Laboral del 12/6/18, donde se registró que el soldado regular padeció leishmaniosis cutánea. 
Igualmente, de dicho documento, se extrae que la leishmaniasis dejó únicamente como secuela: «EN REGIÓN 
POSTERIOR DEL CUELLO DE 2X2 HIPERCROMIAS CON DEFECTO ESTÉTICO LEVE Y BRAZO DERECHO 
PRESENTA DOS CICATRICES CON DEFECTO ESTÉTICO LEVE DE 3X2 Y 3X3 HIPERCROMICAS SIN 
LIMITACIÓN FUNCIONAL»18 .  
49. De lo anterior y en el mismo sentido a lo dicho en relación con el reconocimiento de los otros perjuicios aquí 
pretendidos, la Sala observa que, las secuelas dejadas son mínimas marcas en lugares apenas visibles, mismas 
que no le ocasionan ninguna limitación al señor Pinto en algún aspecto de su vida. Además, en consideración al 
índice de discapacidad fijado en Acta del 12/6/18. 
50. Conforme a ello, habiéndose verificado la gravedad o levedad de la lesión de la víctima directa. Así como 
con base en los criterios de proporcionalidad y demás parámetros fijados en la sentencia de unificación del 28 
de agosto de 2014: 
• Se reconocerá indemnización por los perjuicios causados por concepto de daño moral a favor del señor Pinto 
por valor de 3 S.M.L.M.V. Lo anterior de conformidad con lo expuesto en párrafos anteriores. 
 
(…) 
 
51. Frente a la indemnización pretendida por la madre y hermanos de la víctima directa debe precisarse que, 
aunque su nivel de cercanía, es un indicio de la causación del perjuicio, se advierte que, la presunción del daño 
moral no se alcanza a configurar ante la levedad de la lesión, desvirtuándose la misma, por la siguiente razón: • 
La Corte Constitucional ha señalado que, para que una presunción legal (que admite prueba en contrario), resulte 
constitucional es necesario que la misma sea razonable. Es decir, que responda a las leyes de la lógica y de la 
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experiencia, que persiga un fin constitucionalmente valioso, que sea útil, necesaria y estrictamente proporcional 
para alcanzar el mencionado fin.19  
52. Ahora, en relación a lo dicho en párrafos anteriores, a efectos de aplicar la presunción de los perjuicios 
morales, se seguirán, de manera estricta, las siguientes reglas: • Valorar las circunstancias particulares de cada 
caso, evidenciando si se encuentran o no demostrados los perjuicios reclamados; • Fijar con sustento en las 
pruebas del proceso y según un juicio razonable, la magnitud del daño y la indemnización del perjuicio moral y; 
• Propender porque el reconocimiento y tasación de los perjuicios morales no se convierta en un aspecto 
meramente operativo o mecánico, referido a verificar el cumplimiento de unos requisitos, como son el porcentaje 
de incapacidad de la víctima directa y la prueba del parentesco. 
53. Por lo anterior y sin desconocer que existe presunción en la causación del perjuicio moral, en este caso en 
particular, no se puede pasar por alto que, si bien el señor Pinto presentó cicatrices con leve defecto estético en 
la región posterior del cuello y en su brazo derecho, se determinó que no presenta limitación alguna con ocasión 
a la leishmaniasis. En ese sentido, más allá del vínculo familiar, no se evidencia como les puede afectar este tipo 
de lesión a su madre y hermanos.  
54. Así las cosas, habiéndose verificado la gravedad o levedad de la lesión de la víctima directa y que no se 
configuró la presunción del daño moral para obtener un reconocimiento por el perjuicio causado en este sentido, 
así como debido a la levedad de la lesión no se reconocerá indemnización por concepto de daño moral a favor 
de la madre y hermanos de la víctima directa. De este modo, con este análisis, ya se encuentra resuelto el 
segundo punto del problema jurídico en relación a los perjuicios a reconocer, el monto y a quienes se le 
reconocerían; quedando así resueltos todos los interrogantes planteados inicialmente.  
55. En consecuencia, la Sala MODIFICARÁ la decisión de primera instancia, pues la lesión si bien es imputable 
a la entidad demandada, no se demostró la causación de los perjuicios pretendidos por concepto de daño 
material y daño a la salud, solo se probó el daño moral, pero únicamente respecto de la víctima directa, no de 
los demás integrantes de la parte actora(…)”14 

 
(…) Al respecto, precisa la Sala, que el Consejo de Estado10- ha reiterado los supuestos de la sentencia de 
unificación del 14 de septiembre de 2011 (Exp. 38222, C.P. Enrique Gil Botero), en atención a que, el 
reconocimiento al perjuicio a la salud, se encuentra sujeto a lo que se pruebe en el proceso, y a la demostración 
de la gravedad de la lesión, debidamente motivada y razonada. 
 
De acuerdo a lo anterior, se advierte que, la jurisprudencia ha definido el daño a la salud como una tipología de 
los perjuicios inmateriales, “que puede ser solicitado y decretado en los casos en que el daño provenga de una 
lesión corporal, puesto que el mismo no está encaminado al restablecimiento de la pérdida patrimonial, ni a la 
compensación por la aflicción o el padecimiento que se genera con aquél, sino que está dirigido a resarcir 
económicamente –como quiera que empíricamente es imposible– una lesión o alteración a la unidad corporal de 
la persona, esto es, la afectación del derecho a la salud del individuo” 
 
En ese orden, el daño a la salud se traduce en una modificación por disminución de la integridad psicofísica del 
sujeto o de su funcionalidad no relacionada con la aptitud para producir renta, de manera que, el acta de junta 
médica laboral puede resultar eficaz como medio para acreditar el padecimiento de este perjuicio, siempre que 
dé cuenta del acaecimiento de una pérdida o alteración anatómica o funcional que disminuya la integridad 
corporal de la víctima. 
 
Ahora bien, conforme a las pruebas recaudadas en el plenario, se puede concluir lo siguiente: 
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• El acta de junta médica laboral refiere la presencia de “cicatriz en economía leve de 2x2 cm” en el señor DAIVER 
ADRIÁN MANCO MANCO, sin embargo, manifestó que no representa una limitación funcional. 
• No está acreditado que la enfermedad y sus secuelas hayan ocasionado una alteración anatómica y funcional 
del actor, que indiscutiblemente afectara su integridad psicofísica. 
• La parte a la cual le incumbía probar el perjuicio y las consecuencias de aquel, es decir el señor DAIVER 
ADRIÁN MANCO MANCO, no demostró frente a esta Corporación la magnitud del perjuicio que condujera a esta 
instancia, a declarar responsable a la Entidad demandada por daño a la salud. 
• Al respecto, se advierte que le asiste razón a la Entidad demandada, al afirmar en su recurso que: (i) no se 
acreditó que el demandante tenga alguna limitación física; (ii) la secuela alegada es una pequeña cicatriz que no 
genera traumatismo alguno y no afecta su desarrollo normal. 
En consecuencia, se REVOCARÁ la decisión del a quo, que había reconocido a la víctima directa el equivalente 
a 20 SMLMV. (…)”15 

 
Por lo anterior rogamos que en caso de una no probada ni demostrada condena se tengan en 
cuenta los anteriores pronunciamientos a efectos de aplicar la racionalización de las sumas. 
Por ultimo debe tener en cuenta el Despacho que el H. Consejo de Estado16 ha señalado que 
No se deben incluir en dichas erogaciones el 25% de las prestaciones sociales, puesto que el 
cargo de conscripto no genera ninguna erogación o salario, toda vez que lo que recibía era 
una bonificación que como la testigo de la parte actora indicó solo le alcanzaba para su 
sustento del militar, en todo caso si se tazara con el mínimo debería hacerse solo con el de la 
fecha de la lesión. 
 
LA EXCEPCIÓN GENÉRICA. 
 
En caso de resultar prueba de todo hecho o circunstancia que permita inferir la inexistencia 
de responsabilidad de mí representada, así como la modificación o extinción de las 
indemnizaciones reclamadas por el demandante, solicito se declaren de oficio a favor de mi 
representada.  
 

PRUEBAS 
 
Frente a las pruebas de la parte demandante:  
 
El artículo 173 del CGP por remisión expresa del 306 del CPACA señala:  
 
“Para que sean apreciadas por el juez las pruebas deberán solicitarse, practicarse e 

                                                           
15 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA SECCIÓN TERCERA SUBSECCIÓN “A” sentencia Primero (01) de 
Diciembre de dos mil Veintidós (2022) MAGISTRADO PONENTE: DR. JUAN CARLOS GARZÓN MARTÍNEZ Proceso No.: 
11001334305920190029601 Demandante: DAIVER ADRIÁN MANCO MANCO Demandado: NACIÓN – MINISTERIO DE 
DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL 
16 Sentencia 2007-02409 de noviembre 18 de 2021 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO SECCIÓN TERCERA SUBSECCIÓN B Consejero Ponente: Freddy Ibarra Martínez Rad.: 05001-23-31-
000-2007-02409-01(52180) Ref.: Acción de reparación directa Actor: María Margarita Giraldo Giraldo y otros Demandado: 
Nación - Ministerio de Defensa - Ejército Nacional 
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incorporarse al proceso dentro de los términos y oportunidades señalados para ello en este 
código. 
 
En la providencia que resuelva sobre las solicitudes de pruebas formuladas por las partes, el 
juez deberá pronunciarse expresamente sobre la admisión de los documentos y demás 
pruebas que estas hayan aportado. El juez se abstendrá de ordenar la práctica de las pruebas 
que, directamente o por medio de derecho de petición, hubiera podido conseguir la parte que 
las solicite, salvo cuando la petición no hubiese sido atendida, lo que deberá acreditarse 
sumariamente. 
 
Las pruebas practicadas por comisionado o de común acuerdo por las partes y los informes o 
documentos solicitados a otras entidades públicas o privadas, que lleguen antes de dictar 
sentencia, serán tenidas en cuenta para la decisión, previo el cumplimiento de los requisitos 
legales para su práctica y contradicción”. 
 
Por lo anterior nos oponemos a la solicitud de la parte demandante, toda vez, que pudieron 
ser pedidas por la parte actora a través de derechos de petición, sin embargo, falto al deber 
de probar sus circunstancias de hecho. 
 
Frente al dictamen pericial nos oponemos en la medida que era deber de la parte demandante 
iniciar y culminar el trámite administrativo de la Junta de Calificación militar y es esta la 
competente para emitir conceptos frente a los soldados. No obstante, según certificación el 
actor ha sido negligente en la práctica de la valoración médica. 
 
Documentales Que Aportó  
 
Comedidamente solicitó se decreten, practiquen y valoren los siguientes documentales:    
 

 Respuesta de la dirección de sanidad. 
 Expediente administrativo del demandante 

 
 
 
 

ANEXOS 
 

 Lo descrito en el acápite de pruebas  
 Poder y anexos para actuar. 
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NOTIFICACIONES 
 

 
A la parte demandante y a su Apoderado, en las direcciones que aparecen en el escrito 
demandatorio, minnitiabogados@gmail.com 
 
Recibiré notificaciones, en las instalaciones del Cantón Militar Caldas en la Carrera 46 No. 20-
34 Bogotá D.C. Finalmente, solicitó se realicen las notificaciones de estados, traslados y 
sentencias a TODOS los correos electrónicos debfajardo@hotmail.com; 
debora.fajardo@buzonejercito.mil.co también recibiré  información al abonado telefónico 
3196794810 
 
De la Respetada Jueza, 
 
 
Atentamente 
 

 
 
DEBORA FAJARDO FAJARDO 
CC No. 39.668.126 
TP No. 92.295 del Consejo Superior de la Judicatura 
Profesional de Defensa PD-10 –DIDEF-CEDE11- 
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CONTESTACIÓN DEMANDA CON EXCEPCIONES PROCESO RADICACIÓN
11001-3343-061-2023-00121-00 DEMANDANTE; CESAR ALFONSO PABON

DEBORA FAJARDO FAJARDO <debfajardo@hotmail.com>
Lun 11/09/2023 4:16 PM

Para:minnitiabogados@gmail.com <minnitiabogados@gmail.com>

1 archivos adjuntos (19 MB)

12. CONTESTACIÓN UNIFICADA.pdf;

Buenas tardes, adjunto al presente correo remito contestación demanda, con excepciones dentro del
proceso que adelante se relaciona, así:

DESPACHO: JUZGADO SESENTA Y UNO (61) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTA
RADICACIÓN: 11001-3343-061-2023-00121-00
DEMANDANTE: CESAR ALFONSO PABÓN SUÁREZ Y OTROS
DEMANDADO: NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA- EJÉRCITO NACIONAL

ATTE

DEBORA FAJARDO
ABOGADA EJÉRCITO NACIONAL

Firefox https://outlook.live.com/mail/0/sentitems

1 de 1 11/09/2023, 4:17 p. m.
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